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SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiocho (28) de octubre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.994
Hora: 3:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Consuelo Marulanda Hernández en contra del fallo emitido por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela en contra del Fondo Nacional de Vivienda FONVIVIENDA y otros.

2. ANTECEDENTES
2.1. Indicó la señora Consuelo Marulanda Hernández que es concejal del municipio de Marsella, quien en el año 2008 fue beneficiada con un subsidio de familiar de vivienda, mediante la Resolución No.328 del 30 de diciembre de 2008 del FONVIVIENDA para construcción de vivienda en sitio propio, no para mejoras, ni compra de vivienda.  Por lo tanto, en el año 2009 acreditó los documentos para hacer valer el subsidio en su terreno.   Sin embargo, el desembolso no se hizo efectivo por cuanto debía primero construir y elevar a escritura pública dicha construcción, lo que la actora no puedo realizar por falta de recursos y decidió esperar un tiempo para gestionarlos.

Informó que en el mes de mayo de 2016 se acercó al Banco  Agrario con  sede en la ciudad de Pereira por cuanto fue avisada que tenía un producto que reclamar por un valor de $9.922.250 correspondiente al subsidio de vivienda antes aludido, del cual solicitó su desembolso al banco, pero allí le dijeron que se debía remitir a la Caja de Compensación Familiar de Risaralda para reclamar la colilla para realizar el pago, entidad ésta que le negó la entrega del desprendible aduciendo que pese a que el subsidio se encontraba vigente hasta el 30 de junio de 2016, debía renunciar al mismo y que la colilla la expedía el banco, sin más explicaciones. 
Ante los inconvenientes descritos, la accionante presentó el 29 de junio de 2016 un derecho de petición ante la Caja de compensación familiar de Risaralda con copia a Fonvivienda, Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y a la Superintendencia de Subsidio tendiente a que le autorizaran el cobro del auxilio mencionado y le proporcionaran la colilla para tal efecto.  Por su parte, COMFAMILIAR respondió a la actora que si bien es beneficiaria del subsidio indicado, debe acercarse con la escritura donde consten las mejoras a la vivienda realizado con el beneficio otorgado por FONVIVIENDA y el certificado de tradición con la anotación respectiva.  En el mismo sentido, la accionante recibió respuesta por parte del Ministerio de Vivienda.

Indicó la actora que COMFAMILIAR RISARALDA le está exigiendo requisitos que no están contemplados para acreditar para la entrega del subsidio en la modalidad de construcción en sitio propio de conformidad con el Decreto 2190 de 2009 en sus artículos 58, 59 y 60. Por lo tanto, el 1º de agosto de 2016 elevó otro derecho de petición a COMFAMILIAR en el que explicó su imposibilidad de presentar las pruebas requeridas, al no poder acreditar mediante escritura pública la construcción o mejora de su predio, toda vez que si no había recibido el auxilio de vivienda, tampoco podía hacer constar la realización de tales obras por falta de tal recurso económico.  Al respecto, COMFAMILIAR mediante comunicación del 4 de agosto de 2016 le indican que la escritura pública anexada de su terreno para construir y el certificado de tradición no sirven dado que son anteriores a la fecha que resultó beneficiada con el subsidio de construcción en sitio propio.

Manifestó la actora que es una mujer de la tercera edad, que se endeudó en entidades bancarias para iniciar la construcción de su vivienda, con la esperanza de que le sería entregado el subsidio con el que resultó favorecida y con el fin de pasar los últimos años de su vida en un lugar habitable, máxime que es una persona sola, sin más recursos de los que percibe del Concejo Municipal de Marsella por una labor que realiza por vocación y que no son suficientes para su sostenimiento.

2.2. Por lo anterior, solicitó  tutelar los derechos fundamentales a la vida digna, vivienda digna, y confianza legítima, en consecuencia, ordenar al Ministerio de vivienda, Fonvivienda, y a la Caja de Compensación Familiar de Risaralda lo siguiente: i) el desembolso de subsidio correspondiente el cual le fue asignado mediante Resolución No.628 del 30 de diciembre de 2008 por el Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda, para la construcción  en sitio propio, sin más exigencias que las que contempla el decreto 2190 de 2009, artículo 58; ii) que no se le exija para la construcción en sitio propio que constituya una escritura que conste que fue legalizada con dinero del subsidio; iii) que no se le exija certificar el visto bueno  de habitabilidad de FONADE, puesto que en la ley no está contemplado dicho requisito; iv) que la Caja de Compensación Familiar de Risaralda  le entregue a la actora y al constructor el desprendible, para hacer efectivo el cobro en el Banco Agrario de Colombia, ya que el banco manifestó que son ellos quienes deben entregar ese documento.
2.3.  Se tuvieron como pruebas las allegas a la demanda de tutela, visibles a folios 7 al 33.

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. COMFAMILIAR RISARLDA

Su representante legal indicó que esa entidad ha contestado los derechos de petición a la actora, mediante los cuales le explica los lineamientos que se deben cumplir para legalizar los subsidios de vivienda.  

Informó que la accionante tiene un subsidio asignado por FONVIVIENDA el cual se encuentra vigente y pendiente de legalizar, cuya modalidad es la construcción en sitio propio, para el cual, según la ley, el giro se realizará una vez se acredite el otorgamiento y registro de la correspondiente escritura pública, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 1537 de 2012.  Así mismo, el Decreto 1077 de 2015 señala que la entidad otorgante tiene que contar con la plena seguridad de que el proceso de escrituración y registro quedó correcto, al entrar a verificar que tales anotaciones queden estipuladas con ocasión de la aplicación del subsidio.  Por lo tanto, FONVIVIENDA no le puede desembolsar un subsidio sin que se evidencie que efectivamente sobre su lote se construyeron unas mejoras con dicho aporte, quedando tanto en la escritura como en la tradición la declaración de mejoras necesarias para hacer el desembolso contra escritura. Situación que se le ha explicado a la accionante.  
Hizo alusión al artículo 2.1.1.1.1.5.1.1 del  Decreto 1077 de 2015 sobre el giro de los recursos en el que señala la lista de chequeo para la obtención del recurso. Pese a las normas señaladas, la accionante aportó una escritura de compraventa de un lote que adquirió en el año 1987 con la tradición correspondiente. 

Así mismo, señaló que a la accionante se le explicó que FONDAE es la entidad que expide el certificado de habitabilidad en el que conste que la obra cumple con los requerimientos  técnicos de construcción, el cual debe ser solicitado directamente por el constructor oferente y no por esa Caja de Compensación.

Informó que a la accionante se le dio a conocer el proceso de desembolso, pero a la fecha la misma no ha acudido a esa dependencia para aclarar a sus dudas, por el contrario, le escribió a la Supersubsidio y al Ministerio de Vivienda, sin que le permita a esa entidad precisar sus inquietudes e indicó que la accionante en su primera petición había manifestado que nunca le fue notificada la asignación del subsidio y que se enteró del mismo cuando fue a realizar una  gestión al Banco Agrario de Marsella.  Al respecto, indicó que se desvirtúa tal dicho por cuanto al aportarle la lista de asistencia se evidencia su firma de recibo de la carta de asignación.

Por lo anterior, solicitó que se niegue las pretensiones de la accionante.  (Fls. 47-52)
3.2.  FONDO NACIONAL DE VIVIENDA (FONVIVIENDA)

La apoderada judicial de la entidad afirmó que la accionante fue beneficiada con un subsidio de vivienda para la construcción en sitio propio por valor de $9.922.250, mediante la Resolución No.628 de 2008 recursos correspondientes a la bolsa especial de concejales.  Por lo tanto, dicho Fondo tramitó la orden de pago a la cuenta de ahorros 400701669760 del Banco Agrario.

Por lo anterior, se opuso a la prosperidad de la acción de tutela por cuanto consideró que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno a la señora Marulanda y por el contrario, el Fondo ha garantizado el beneficio habitacional a los hogares que han cumplido con todos los requisitos para obtener dicho beneficio.  En tal sentido, se ha configurado una carencia actual de objeto.  (Fls. 54 y 55)
3.3. MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO.

El apoderado judicial del Ministerio indicó que los hechos expuestos en la demanda sólo le competen a FONVIVIENDA por ser la entidad encargada de todo lo relacionado con los subsidios familiares de vivienda, para lo cual hizo referencia a las funciones establecidas en la ley tanto para el Fondo como de esa Cartera.

Por lo anterior, solicitó a denegar la acción de tutela y excluir al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio por considerar que se configura la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva. (Fls. 58-66).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de septiembre de 2016, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira negó la acción de tutela interpuesta por la señora Consuelo Marulanda Hernández, toda vez que consideró que por vía de tutela no se pueden modificar los requisitos legales establecidos para el desembolso del subsidio de vivienda, aunado a que COMFAMILIAR RISARLDA informó que dicho beneficio se encuentra vigente y pendiente de legalizar, por lo que la entrega del mismo está limitada únicamente en la acreditación de las exigencias que regulan la materia. (Fls. 69-73)
La señora Marulanda Hernández fue notificada el 16 de septiembre de 2016 del contenido de la sentencia de tutela al correo electrónico concha-1113@hotmail.com  (folio 78, reverso)

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 21 de septiembre de 2016, la señora Consuelo Marulanda Hernández allegó un escrito en el que manifestó que su intención no es modificar los requisitos legales para el desembolso del subsidio de vivienda, sino lo que pretende es que se no deba elevar a escritura pública, y luego registrar que la construcción de las mejoras a su vivienda se hizo con el subsidio otorgado por FONVIVIENDA cuando la actora no tiene dinero para construir, arriesgándose a que dicho beneficio no sea pagado e insistió que la entidad, sin decir cual, es la que debe solicitar a FONVIVIENDA que se acerquen hasta su lote para emitir el concepto pertinente de construcción.
Por lo tanto, considera arbitrario e injusto que una persona de escasos recursos y que fue beneficiada con un subsidio de vivienda, tenga que primero gestionar lo necesario para adquirir un crédito para construir para luego obtener el desembolso del subsidio.   

Afirma que la construcción de su vivienda vale más de lo asignado y además la entidad establece un plazo de vencimiento para entregar su desembolso, dentro del cual si la persona no logró conseguir el dinero para construir, entonces se debe renunciar al mismo, lo que consideró que de esta manera se desaparece el objetivo del beneficio.

Señaló que el fondo de Compensación Familiar de forma verbal le había manifestado que debía renunciar al subsidio sin explicación alguna.  Posteriormente, de forma escrita esa entidad evade la entrega del desprendible aduciendo que corresponde al Banco Agrario entregarlo, debiendo ser claros y no crear confusión con respecto a loa no entrega del mismo por falta de requisitos.

Por lo anterior, solicitó que se revoque la decisión de primer grado y se tutelen los derechos fundamentales invocados (Fls.79 y 80)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación deberá establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira mediante el cual negó la acción de tutela a la señora Consuelo Marulanda Hernández, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocarla, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Frente al tema de la procedencia de la acción de tutela debe decirse que en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 
  

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 
 

iii)
Protección de derechos colectivos.
  

iv)
Casos de daño consumado.
   

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 
   

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria 
.   

4.4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un  particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su  protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u  ofensa  concreta frente a  una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales.

4.5. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la vivienda      la Corte Constitucional en la Sentencia T-885 de 2014, estableció lo siguiente:

“El artículo 51 de la Constitución establece que “Todos los colombianos tienen derecho a la vivienda digna”. En igual sentido el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios”

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en la Opinión Consultiva número 4
, desarrolló la naturaleza del derecho fundamental a la vivienda
 en los siguientes términos: “… no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien, como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte.”

Además de lo anterior, para el Comité: i) el derecho a la vivienda está íntimamente ligado a otros derechos humanos que encuentran su fundamento en la dignidad inherente a la persona humana; y ii) se enfoca hacia el concepto de vivienda adecuada, lo que implica disponer “… de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable”
. 

4.6. DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. De las pruebas arrimadas con la demanda, se observa la Resolución No.628 del 30 de diciembre de 2008 expedida por el Fondo Nacional de Vivienda FONVIVIENDA, por medio de la cual se asignaron 289 subsidios familiares de vivienda urbana correspondientes a los recursos de la Bolsa Especial para Concejales (Fls. 22 al 25), en la que se encuentra relacionada la señora Consuelo Marulanda Hernández del municipio de Marsella (folio 25).  Así mismo, obra respuesta emitida el 1º de julio de 2016 por el Jefe de Vivienda de COMFAMILIAR RISARALDA  donde le señaló a la actora que  el beneficio otorgado por FONVIVIENDA había sido notificado y de paso le había sido suministrada la carta de asignación que la hacía acreedora a dicho subsidio, tal como se comprobaba en la lista de asistencia de entrega del 3 de febrero de 2009, donde reposaba su firma, fecha en la que igualmente le informaron que la colilla con la que se legalizaría el subsidio reposaba en el Banco Agrario.  A renglón seguido, le relacionó todos los documentos que la señora Marulanda Hernández debía presentar en esa Caja de Compensación para posteriormente ser enviados al FONVIVIENDA (folio 12, frente y vuelto).  A folio 14 aparece acta de asistencia a entrega de cartas de asignación de subsidio, donde parece en primera fila el nombre y firma de la señora Consuelo Marulanda Hernández, con fecha del 3 de febrero de 2009.  En atención a lo resuelto por COMFAMILIAR RISARALDA, la accionante radicó el 1º de agosto de 2016 ante esta entidad un escrito donde adjunta algunos de los documentos solicitados, excepto la declaración de mejoras mediante escritura, certificado de tradición con la anotación de mejoras, acta de entrega de satisfacción de la obra firma por el beneficiario y la visita de habitabilidad a cargo de FONDAE, explicando las razones por las cuales no es posible allegarlos, y que son las  mismas que expuso en esta demanda de tutela (Fls. 16 y 17).  Al respecto, COMFAMILIAR RISARALDA le respondió a la accionante mediante oficio No.15536 del 4 de agosto de 2016 en la que reitera que debe presentar los documentos omitidos (folio 32). 
4.6.3.  Esta Sala encuentra que ante la existencia de un trámite reglado al cual deben someterse todos los interesados en legalizar un subsidio de vivienda, la accionante no se puede sustraer de su cumplimiento, pues de lo contrario se quebrantaría la prerrogativa consignada en el artículo 13 de la Constitución Política, en tal sentido, la señora Marulanda Hernández se debe ceñir a los requisitos que le están imponiendo las entidades demandadas con el fin de garantizarle el desembolso del subsidio de vivienda que le fue otorgado desde el año 2008. 
4.6.4. Así las cosas, la Sala considera que no es posible que el juez de tutela invada la competencia de las demandadas que intervienen en el trámite de legalización del subsidio para construcción de vivienda en sitio propio, pues estas vía constitucional no está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar a la accionante sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los asociados, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas que se han postulado acatando las normas para acceder al beneficio aludido.  Por lo tanto, se puede concluir que la presente demanda de tutela es improcedente ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulneración de derechos fundamentales. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-130 de 2014, reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”
4.6.5. Aunado a lo anterior, en la foliatura consta que la señora Marulanda Hernández fue notificada el 3 de febrero de 2009 que había sido beneficiada con el subsidio de vivienda otorgado mediante la Resolución No.628 de 2008 (folio14), lo que desvirtúa su argumento de que sólo se dio cuenta este año que el monto de tal auxilio se encontraba en el Banco Agrario, lo que permite inferir que desde esa fecha conocía las diligencias que debía realizar para legalizar el desembolso del  mismo.   Por lo tanto, la Sala concluye que la accionante no se encuentra frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, toda vez que no están dados los presupuestos que configuran un daño irreparable que haga procedente el amparo invocado, pues al revisar los elementos esenciales inminencia, urgencia y la gravedad de los hechos frente al caso en concreto, se concluye que no se da ninguno.  Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado lo siguiente:

“Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral.  De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio (…)”

De acuerdo a la normativa establecida para el desembolso de los subsidios de vivienda y conforme a la jurisprudencia relacionada, se confirmará la decisión de primera instancia.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 15 de septiembre de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Consuelo Marulanda Hernández en contra de FONVIVIENDA  y otros.

S
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1


�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2


�   Decreto 2591 de 1991  , artículo 6-3


�   Decreto 2591 de 1991 , artículo 6-4


�   Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5


�   Sentencia T - 903 de 2008 entre otras6.4. 


�   Sentencia T - 1219 de 2001


�   Decreto 2591 de 1991,, artículo 38 . Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Al respecto ver sentencia C–244 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez


� Opinión Consultiva No. 4 del sexto período de sesiones de 1991, “El derecho a una vivienda adecuada”. Comité de derechos sociales económicos y culturales de la ONU.


� Contenido en el artículo 11 párrafo 1 del Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales.


� Ibídem.


� Sentencia T- 609 de 2005
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